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Resumen. En este trabajo se somete a crítica la jurisprudencia emitida por la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la que declara que la negativa de acceso a la 
carpeta de investigación a las víctimas y ofendidos no puede impugnarse a través del recurso 
innominado previsto en el artículo 258 del Código Nacional de Procedimientos Penales. Esto, 
para conocer si tal precedente se ajusta a la doctrina previamente generada por esa Sala y si 
garantiza los derechos de las víctimas y ofendidos.

Palabras clave: Derechos de la víctima, acceso a la carpeta de investigación, actos de acción 
u omisión del Ministerio Público, control judicial, acceso a la justicia. 

Abstract. This paper criticizes the jurisprudence issued by the First Chamber of the Supreme 
Court of Justice of the Nation, in which it declares that the refusal of access to the investigation 
folder to victims and offended persons cannot be challenged through the unnamed remedy 
provided for in article 258 of the National Code of Criminal Procedures.  This, to know if such a 
precedent conforms to the doctrine previously generated by that Chamber and if it guarantees 
the rights of the victims and offended. 

Keywords: Rights of the victim, access to the investigation file, acts of action or omission of the 
Public Prosecutor’s Office, judicial control, access to justice. 
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INTRODUCCIÓN

En este caso, se analizará la jurisprudencia 
derivada de la contradicción de tesis (crite-
rios) al rubro citada, en la que la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
examinó los alcances del recurso innominado 
previsto en el artículo 258 del Código Nacio-
nal de Procedimientos Penales, para determi-
nar si la negativa del Ministerio Público a que 
las víctimas accedan a la carpeta de investi-
gación es impugnable mediante ese recurso. 

Para tal efecto, se delimitarán los anteceden-
tes y estudio del caso, luego, se efectuará la 
crítica correspondiente. 

ANTECEDENTES DEL CASO 

En fecha 23 de junio de 2021, la Primera Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
al resolver la contradicción de tesis (criterios) 
34/2021, advirtió que dos tribunales colegia-
dos realizaron la interpretación contraria de 
un mismo problema jurídico relacionado con 
la impugnabilidad -a través del recurso inno-
minado regulado en el artículo 258 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales- de la 
negativa del Ministerio Público a que las víc-
timas accedan a la carpeta de investigación. 

Para ilustrar dicha discrepancia, a continua-
ción, se inserta una tabla que contiene los ór-
ganos involucrados, la decisión que emitieron 
y su justificación:  

Noveno Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito Judicial

Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del 
Segundo Circuito Judicial

Decisión: La negativa de acceder a la carpeta 
de investigación sí es impugnable 
con el recurso innominado del 
artículo 258 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales.

La negativa de acceder a la carpeta 
de investigación no es impugnable con 
el recurso innominado del artículo 258 
del Código Nacional de Procedimientos 
Penales.

Justificación: Sostuvo que mediante el estudio de 
la contradicción de tesis 233/2017, 
resuelta por la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación, el referido recurso es 
procedente contra todos los actos 
u omisiones de investigación, 
incluyendo, la negativa de acceder a 
la carpeta de investigación.

Aseveró que el mencionado recurso está 
perfectamente delimitado por el texto del 
artículo 258 -abstención de investigar, 
archivo temporal, aplicación de un criterio 
de oportunidad y no ejercicio de la acción 
penal- y por la tesis jurisprudencial 
derivada de la contradicción de tesis 
233/2017, resuelta por la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
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Indicó que la intención del 
constituyente permanente de que 
fuera el Juez de Control quien 
debe controlar la legalidad de las 
actuaciones del Ministerio Público, de 
tal manera que no se atentara contra 
el principio de continuidad del proceso 
penal, cosa que sucede si se hace 
procedente el amparo indirecto sin 
agotar ese recurso.

Estimó que el aludido recurso tiene 
por objeto que el Juez de Control 
revise las decisiones u omisiones del 
Ministerio Público que definen el curso 
de la investigación, incluyendo, la 
negativa a las víctimas de acceder a 
la carpeta de investigación. 

Concluyó que la negativa de acceso 
a la carpeta de investigación no se 
exceptúa del principio de definitividad, 
pues estimar lo contrario, implicaría 
que el arbitrio de la quejosa para optar 
por acudir directamente al juicio de 
amparo sea la regla general, no la 
excepción. 

Concluyó que la negativa de poder 
acceder a la carpeta de investigación no 
está contemplada ni en el artículo 258 ni 
en la contradicción de tesis referida, dado 
que es un acto generado por el Ministerio 
Público, distinto a una omisión. 

Fuente: Elaboración propia obtenida del análisis de la revisión documentaria

Bajo tal escenario, estimó necesario efectuar 
la unificación de criterios, a fin de salvaguar-
dar el sistema jurídico del país y crear certeza 
jurídica a la sociedad.  

ESTUDIO DEL CASO  

Para solucionar la contradicción en cita, la 
Primera Sala formuló el cuestionamiento si-
guiente: 

¿Es impugnable -a través del recurso in-
nominado regulado en el artículo 258 del 
Código Nacional de Procedimientos Pe-
nales- la negativa del Ministerio Público 
a que las víctimas accedan a la carpeta 
de investigación?

La respuesta fue en sentido negativo, es decir, 
que la negativa de acceder a la investigación 
no es impugnable con el recurso innominado 
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del artículo 258 del Código Nacional de Pro-
cedimientos Penales.  

A fin de llegar a esa conclusión, efectuó un 
estudio del caso enfocado en la teleología del 
recurso innominado y su relación con la alu-
dida negativa, en los términos que enseguida 
se detallan: 

Inicialmente, tuvo a la vista el contenido del 
artículo 258 del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales, en el advirtió que regulaba 
un recurso de impugnación “innominado” para 
las víctimas u ofendidos en contra de las si-
guientes determinaciones del Ministerio Pú-
blico: a) abstención de investigar; b) archivo 
temporal; c) aplicación de un criterio de opor-
tunidad; y d) no ejercicio de la acción penal.

Estas cuatro determinaciones, a su juicio, son 
figuras que facultan al Ministerio Público para 
que interrumpa o finalice la investigación de 
los delitos y, por tanto, el ejercicio de la acción 
penal, entendida esta última como la facultad 
del Estado a investigar, perseguir y castigar la 
comisión de delitos. 

Indicó que sus características incluyen una 
acción por parte del Ministerio Público tenden-
te a interrumpir, ya sea de manera temporal o 
definitiva la investigación, y consigo la acción 
penal. Por tanto, imposibilitan que las preten-
siones de las víctimas u ofendidos sigan el 
curso natural del proceso penal a través de 
sus etapas, nulificando la posibilidad de obte-
ner una sentencia condenatoria.

Luego, enfatizó que tales decisiones no eran 
las únicas impugnables a través del recurso 
innominado, toda vez que esa Sala, al resolver 

la contradicción de tesis (criterios) 233/2017, 
consideró que las omisiones del Ministerio Pú-
blico relacionadas con su deber de investigar 
los delitos también son impugnables a través 
de esa vía.

De esta manera, al efectuar el cotejo del artí-
culo 258 del Código Nacional de Procedimien-
tos Penales y lo analizado anteriormente, ad-
virtió que el núcleo que ampara el recurso es 
la omisión y la parálisis de la actividad de in-
vestigación que compete al Ministerio Público. 

Dicho con otras palabras, adujo que la finali-
dad del recurso innominado es impugnar ac-
tos u omisiones que paralicen, suspendan o 
terminen una investigación, de modo que pro-
tege la posibilidad misma de que continúe la 
investigación, al permitir a las víctimas u ofen-
didos impugnar aquellos actos u omisiones 
del Ministerio Público que la impiden.

Posteriormente, indicó que el problema jurídi-
co al que se enfrentaron los tribunales conten-
dientes fue la negativa por parte del Ministerio 
Público de que las víctimas tuvieran acceso a 
la carpeta de investigación. 

Acto que, desde su óptica, no tenía una rela-
ción de causalidad con la paralización de la 
investigación, pues la negativa puede tener 
implicaciones hacia la víctima, en el sentido 
de que no podrá conocer lo establecido en la 
carpeta de investigación, pero no tiene impli-
caciones directamente relacionadas con la 
suspensión de la investigación. 

Por el contrario, asumió que la petición de 
acceder a la carpeta de investigación y su 
respectiva negativa, caminan bajo una pre-
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tensión distinta mucho más apegada al dere-
cho a una defensa adecuada y de acceso a la 
justicia, ambos principios constitucionales. Y 
esta acción positiva se traduce en una actitud 
de involucramiento hacia el conocimiento de 
los datos de prueba que pudieran existir en 
una carpeta de investigación.

Estimó que, si bien, esas dos pretensiones gi-
raban en torno a una misma etapa de investi-
gación, la omisión de investigar y la negativa 
de acceso son líneas que persiguen distintos 
fines. 

En consecuencia, determinó que la negativa 
de acceder a la carpeta de investigación no 
encuadra en ese tipo de actos u omisiones y, 
por tanto, no es impugnable a través del re-
curso de impugnación regulado en el artículo 
258 del Código Nacional de Procedimien-
tos Penales, generando la jurisprudencia si-
guiente: 

Registro digital: 2023557

CARPETA DE INVESTIGACIÓN. LA 
NEGATIVA DEL MINISTERIO PÚBLI-
CO DE PERMITIR SU ACCESO A LAS 
VÍCTIMAS U OFENDIDOS DEL DELI-
TO, NO PODRÁ SER IMPUGNADA A 
TRAVÉS DEL RECURSO PREVISTO 
EN EL ARTÍCULO 258 DEL CÓDIGO 
NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS 
PENALES.

Hechos: Los Tribunales Colegiados de 
Circuito contendientes realizaron un aná-
lisis interpretativo que los llevó a conclu-
siones distintas, al resolver si la negativa 
del Ministerio Público de permitir el ac-

ceso a la carpeta de investigación a las 
víctimas u ofendidos del delito es impug-
nable o no a través del recurso previsto 
en el artículo 258 del Código Nacional de 
Procedimientos Penales.

Criterio jurídico: La Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación 
determina que la negativa del Ministerio 
Público de permitir el acceso a la carpeta 
de investigación a las víctimas u ofendi-
dos del delito, no es impugnable a través 
del recurso previsto en el artículo 258 del 
Código Nacional de Procedimientos Pe-
nales.

Justificación: El artículo 258 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales 
prevé un recurso innominado con el ob-
jeto de que las víctimas u ofendidos del 
delito puedan impugnar las siguientes 
determinaciones del Ministerio Público: 
abstención de investigar, archivo tempo-
ral, aplicación de un criterio de oportuni-
dad y el no ejercicio de la acción penal. 
Además, esta Primera Sala de la Supre-
ma Corte de Justicia de la Nación, al re-
solver la contradicción de tesis 233/2017, 
concluyó que las omisiones del Ministe-
rio Público en la etapa de investigación 
sí entran en el rango de las determina-
ciones y el objeto del recurso innomina-
do. Ahora bien, el acto al que se enfren-
taron los tribunales contendientes fue la 
negativa por parte del Ministerio Público 
de que las víctimas tuvieran acceso a 
la carpeta de investigación, y si bien es 
cierto que la negativa puede tener impli-
caciones hacia la víctima, en el sentido 
de que no podrá conocer lo establecido 
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en la carpeta de investigación, también 
lo es que no tiene implicaciones direc-
tamente relacionadas con la suspensión 
de la investigación, pues la petición de 
acceder a la carpeta de investigación 
y su respectiva negativa caminan bajo 
una pretensión distinta a la de una omi-
sión de investigar, ya que va mucho más 
apegada al amparo del derecho a una 
defensa adecuada y de acceso a la justi-
cia, ambos principios constitucionales. Y 
esta acción positiva apuntala una actitud 
de involucramiento hacia el conocimien-
to de los datos de prueba que pudieran 
existir en una carpeta de investigación. 
Estas dos pretensiones, si bien giran en 
torno a una misma etapa de investiga-
ción, esta Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación arriba a 
la conclusión de que una omisión de in-
vestigar y una negativa de acceso son 
líneas que persiguen distintos fines.

ANÁLISIS CRITICO 

Precisados los antecedentes y estudio del 
caso, ahora corresponde realizar una crítica 
a la jurisprudencia citada, con el objetivo de 
determinar si se ajusta a la doctrina previa-
mente generada y si respeta los derechos de 
las víctimas y ofendidos del delito.

De entrada, es oportuno indicar, como ante-
cedente, que en el año dos mil ocho, se intro-
dujo a nuestro país un Modelo Procesal Penal 
Acusatorio, el cual se rige por diversos prin-
cipios y etapas, estas últimas: investigación, 
intermedia y juicio.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación, en 
diversos precedentes1, ha generado doctrina 
respecto a este sistema acusatorio, a fin de 
contextualizarlo y fijar la unificación de crite-
rios para salvaguardar el sistema jurídico del 
país.

La etapa que interesa abordar es la investi-
gación, la cual, de acuerdo con el Código Na-
cional de Procedimientos Penales, tiene por 
objetivo que la Fiscalía recabe aquellos datos 
que logren esclarecer los hechos denuncia-
dos y sustentar una acusación. 

Esta etapa, en un proceso acusatorio, busca 
identificar todo aquello útil para la comproba-
ción del hecho considerado penal.2 El Minis-
terio Público actúa como director en la inves-
tigación, él tiene la obligación de investigar 
si un hecho es delictuoso y, de ser el caso, 
acudir ante la autoridad judicial para obtener 
una sentencia de condena.3

Como se logra ver, el Ministerio Público goza 
de un importante papel en la etapa investiga-
toria del Modelo Procesal Penal Acusatorio, al 
tratarse del responsable de dirigir la misma, 
quien debe de recabar aquellos datos que 

1   Contradicción de tesis 412/2010, contradicción de tesis 

97/2013, conflicto competencial 28/2015, amparo directo en 

revisión 669/2015, amparo directo en revisión 945/2018 y am-

paro directo en revisión 4321/2017, del índice de la Primera 

Sala 

2   Guillén López, Germán. La investigación criminal en el sis-

tema penal acusatorio. Universidad Nacional Autónoma de 

México e Instituto de Investigaciones Jurídicas, México, 2018

3   Benavente Chorres, Hesbert. Guía para el estudiante del 

proceso penal acusatorio y Oral. Flores Editor y Distribuidor, 

México, 2011.
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permitan esclarecer los hechos que se tildan 
de ilícitos, así como la identificación de las 
personas que lo cometieron, para luego for-
mular la acusación y solicitar la condena co-
rrespondiente. 

Ciertamente, su actuación debe encontrarse 
apegada a una serie de principios tales como 
la legalidad, objetividad, profesional y el res-
peto de derechos humanos, entre otros. Sin 
embargo, se considera que la Representación 
Social en algunas ocasiones puede incurrir en 
acciones u omisiones que vulneran derechos 
fundamentales dentro de los procesos pena-
les. 

Por esa y otras razones, se creó la figura del 
Juez de Control como aquella autoridad que 
supervise la salvaguarda y garantía de los 
derechos de las partes, asegurando un con-
trol judicial sobre todos los actos procesales o 
comportamientos que los pongan en peligro, 
al menos, durante las etapas preliminares 
como la investigación.

Se trata de un juez de “garantía” o “legalidad” 
con el que se logran una serie de objetivos, 
entre ellos, que la investigación sea judiciali-
zada para que se eviten arbitrariedades y de-
moras en ellas.4

Son garantes de derechos fundamentales al 
resolver actos y técnicas de investigación y 
sustituyen a los jueces de distrito en sus com-
petencias para revisar la legalidad de las deci-
siones que emita el Agente Ministerial.5

4   Carbonell, Miguel.  Los juicios orales en México, 3ª. ed., 

Porrúa - UNAM- Renace, México, 2011

5   Castillo Garrido, Salvador. Los jueces de control en el siste-

La función de ellos, entre otras, es asegurar-
se que el actuar de la Fiscalía, como director 
de la investigación, se encuentre dentro del 
marco legal aplicable y no infrinja derechos 
fundamentales de las partes intervinientes en 
el proceso penal.

Ahora bien, en el artículo 258 del Código Na-
cional de Procedimientos Penales, se con-
templó un recurso innominado para aquellas 
determinaciones que emita la Fiscalía en el 
sentido de abstenerse de investigar, el archivo 
temporal, la aplicación de un criterio de opor-
tunidad y el no ejercicio de la acción penal.

Los alcances de este recurso fueron desarro-
llados precisamente por la Primera Sala de 
la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
al resolver la contradicción de tesis (criterios) 
233/2017, donde sostuvo que esas determi-
naciones ejercidas en la etapa de investiga-
ción a cargo del Ministerio Público, necesitan 
pasar por un control judicial, con la finalidad 
de que sea el Juez de Control quien las revise 
y advierta su legalidad.  

También, indicó que esa revisión no se limi-
taba a las decisiones taxativamente previstas 
en dicho numeral, sino que en general todo 
acto u omisión que genere efectos para para-
lizar, suspender o terminar una investigación. 

En síntesis, concluyó que la finalidad de que 
el Juez de Control revise las decisiones u omi-
siones del Ministerio Público, que definen el 
curso de una investigación, es que al adver-
tir que su actuación es ilegal, debe ordenarle 

ma acusatorio en México, Universidad Nacional Autónoma de 

México e Instituto de Investigaciones Jurídicas, México, 2018
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que continúe la investigación y obtenga todos 
los actos necesarios para esclarecer los he-
chos delictivos. 

Lo hasta aquí expuesto, permite conocer 
que, durante la etapa de investigación, los 
Jueces de Control vigilan y controlan la ac-
tuación de la Representación Social, para 
sujetarla al respeto de los derechos de las 
partes y, en caso, de la actualización de un 
acto u omisión que los transgreda, permitir la 
instancia al afectado para sancionar la actua-
ción ministerial.6 

Bajo este panorama y al analizar la jurispru-
dencia materia de la presente crítica, se ad-
vierte que la misma se contrapone con la 
doctrina generada previamente respecto del 
recurso innominado y, desde luego, no garan-
tiza un acceso a la justicia para las víctimas y 
ofendidos.  Veamos por qué: 

La premisa toral que sostuvo que la negativa 
de acceder a la carpeta de investigación no es 
impugnable a través del recurso regulado en el 
artículo 258 del Código Nacional de Procedi-
mientos Penales, recae en dos puntos:

a) Que no tiene una relación de causali-
dad con que se paralice la investigación; 
y, 
b) Que no tiene implicaciones directa-
mente relacionadas con la suspensión 
de la investigación. 

Sin embargo, sí se trata de una actuación re-
lacionada con esos conceptos que son sus-

6   Véase artículo 134, fracción II, del Código Nacional de Pro-

cedimientos Penales.

ceptibles a revisión mediante el recurso inno-
minado. 

En efecto, la afirmación que sostiene la Prime-
ra Sala resulta somera, porque tal pareciera 
que olvidó la doctrina que generó al analizar la 
contradicción de tesis (criterios) 233/2017, en 
el sentido que el recurso innominado podría 
interponerse contra actos y omisiones que 
conlleven a los efectos aludidos. 

En el caso, negar el acceso a la carpeta de in-
vestigación, contrario a lo sostenido por la Pri-
mera Sala, sí tiene una estrecha relación de 
causalidad con los conceptos “paralizar, sus-
pender o terminar la investigación”, si bien, no 
directamente por decisión del Ministerio Públi-
co, como es el caso de la abstención de inves-
tigar, el archivo temporal, la aplicación de un 
criterio de oportunidad o el no ejercicio de la 
acción penal, si indirectamente, toda vez que 
no permitirle dicho acceso, impide que la víc-
tima coadyuve en la investigación y, por ende, 
la posibilidad de abrir nuevas líneas de inves-
tigación con la aportación de nuevos elemen-
tos para el esclarecimiento de los hechos que 
no se tenían contemplados, lo que se relacio-
na con los derechos fundamentales previstos 
en los artículos 20, apartado C, fracción II, de 
la Constitución Federal, 109, fracciones, XIV, 
y XVII del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, relativos a que tiene derecho a co-
adyuvar con el Ministerio Público y a que se 
le reciban aquellos elementos pertinentes con 
los que cuente para el esclarecimiento de los 
hechos.

Desde luego, se considera que tal acto (nega-
tiva de acceder a la carpeta) puede ocasionar 
una paralización o suspensión de la investi-
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gación, porque al negar el acceso, en conse-
cuencia, se priva a la víctima u ofendido de la 
posibilidad de aportar información o solicitar 
actos de investigación para esclarecer los he-
chos, situación que hace probable que el ma-
terial probatorio que obra en la carpeta no sea 
suficiente para esclarecer los hechos y, por 
tanto, el Ministerio Público estará en posibili-
dad de emitir una resolución que actualice al-
gunos de los efectos que dan lugar al recurso 
innominado (paralizar, suspender o terminar).

Para ilustrar ello, se menciona el ejemplo si-
guiente: El Ministerio Público realiza una in-
vestigación de un hecho con características 
de robo cometido en perjuicio de la Víctima 
X. Esta última acude a la Unidad de Investi-
gación para imponerse de las últimas actua-
ciones recabadas por la policía, en particular, 
algunas entrevistas y la recolección de fichas 
administrativas de personas con característi-
cas similares a los sujetos que cometieron el 
ilícito. La Representación Social, por determi-
nada razón, niega el acceso a la carpeta. Lo 
relevante es que, con la información recolec-
tada por la policía, la Víctima X podía apor-
tar mayores datos e incluso identificar a sus 
agresores, si se le diera acceso a la carpeta 
(imponerse de su contenido y ofrecer actos de 
investigación), pero al no hacérselo, se puede 
ocasionar la suspensión o paralización de la 
investigación. 

En consecuencia, es evidente que, conforme 
la doctrina que la propia Primera Sala generó 
previo a la jurisprudencia materia de la pre-
sente crítica, la negativa de acceder a la in-
vestigación es susceptible de impugnación 
mediante el recurso innominado regulado en 
el artículo 258 del Código Nacional de Pro-

cedimientos Penales, pues este acto traería, 
indirectamente, una privación de ofrecimiento 
probatorio que a la postre puede conllevar a 
la paralización, suspensión o terminación de 
la investigación, de ahí que sí sea factible su 
impugnación a través del referido recurso. 

Rescata sentido el hecho de que el Juez de 
Control, como garante de los derechos fun-
damentales de las partes en la etapa de in-
vestigación, respecto de los actos de acción 
y omisión del Ministerio Público, resuelva vía 
impugnación por medio del expresado recurso 
innominado, las decisiones de la índole que 
motivó la jurisprudencia de la Primera Sala, 
como es la negativa al acceso de la carpeta 
de investigación.  

Por otro lado, debe mencionarse que, en la 
jurisprudencia analizada se sostiene que la 
petición de acceso y su negativa se constri-
ñe bajo una pretensión apegada al derecho a 
una defensa y de acceso a la justicia, ambos 
de índole constitucional. Lo anterior, direccio-
na que es impugnable directamente con el 
Juez Federal, por involucrar derechos cons-
titucionales.

No obstante, de ninguna manera puede admi-
tirse que no es impugnable ante el Juez de Con-
trol, pues, como ya se indicó éste último tiene 
el deber de asegurar y garantizar los derechos 
fundamentales de las partes, vigilando que 
las conductas de la Representación Social 
se encuentren dentro de los parámetros de 
legalidad. 

Sostener lo contrario, conllevaría a desnatu-
ralizar diversas figuras y principios del mode-
lo acusatorio, entre ellos, el principio de con-
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tinuidad, el control judicial y la figura del Juez 
de Garantía o de Control. Y se perdería de 
vista que la Constitución Federal, en su artí-
culo 20, inciso C, fracción, VII, dispone que 
las víctimas u ofendidos cuentan con el dere-
cho de impugnar ante la autoridad judicial las 
omisiones del Ministerio Público o aquellas 
que determinen la suspensión del procedi-
miento cuando no se garantice la reparación 
del daño.

Adicionalmente, haría nulo el ejercicio del de-
recho de acceso a la justicia contemplado en 
el artículo 10 de la Ley General de Víctimas, 
consistente en la oportunidad de contar con 
un recurso judicial que garantice conocer la 
verdad de los hechos y que la Fiscalía reali-
ce una investigación inmediata, exhaustiva y 
diligente. 

Otro aspecto relevante, recae en que acudir 
a la instancia federal provocaría un retraso 
procesal considerable en perjuicio de las víc-
timas y ofendidos, pues tomando en cuenta 
las reglas de definitividad y el procedimiento 
del juicio de amparo, así como la carga laboral 
que impera en los órganos federales, la praxis 
nos ha demostrado que la resolución de los 
casos se efectúa en un periodo de seis meses 
hasta un año. 

Ese retraso, incluso, fue reconocido y recha-
zado por la Primera Sala, al resolver la contra-
dicción de tesis (criterios) 233/2017, pero tal 
pareciera que lo ignoró en esta jurisprudencia, 
generando un criterio que ocasionará demo-
ras en los procedimientos penales en perjuicio 
de las víctimas y, por ende, que sus derechos 
no se hagan valer de forma expedita. 

En tal virtud, con la jurisprudencia que motiva 
esta crítica no se garantizan los derechos de 
las víctimas y ofendidos, al pasar por alto que 
esa negativa de acceso sí trae como conse-
cuencia efectos suspensivos o de finalización 
de la investigación, cortando con ello la opor-
tunidad de acudir ante el Juez de Control y 
desnaturalizar las figuras, reglas, principios y 
alcances del Modelo Procesal Penal Acusato-
rio; aunado a que generará un retraso en los 
procedimientos penales, al imponer la necesi-
dad de acudir ante un Juez Federal.  

REFLEXIONES FINALES  

La jurisprudencia que derivó la contradicción 
de tesis (criterios) motivo de la presente crí-
tica, pasa por alto la doctrina que anterior-
mente generó esa misma Sala con el recurso 
innominado previsto en el artículo 258 del 
Código Nacional de Procedimientos Pena-
les, porque, a pesar de que sostuvo que este 
recurso podría interponerse contra actos y 
omisiones que conlleven a los efectos de pa-
ralizar, suspender o terminar la investigación, 
con este precedente, excluyó la oportunidad 
de inconformarse con un acto que puede ac-
tualizar, de forma indirecta, los efectos que 
son motivo de análisis de ese recurso. 

En efecto, hace nulo el ejercicio de diversos 
derechos, especialmente, al derecho que 
tienen las víctimas de acceder a la justicia 
y de contar con un recurso que garantice 
conocer la verdad de los hechos y que la 
Fiscalía realice una investigación, inme-
diata, exhaustiva y diligente; dado que de 
un análisis integral del Código Nacional de 
Procedimientos Penales se trata del recurso 
que busca revisar la conducta del Ministerio 
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Público para salvaguardar los derechos de 
los intervinientes.

El criterio en cuestión abrió la puerta para re-
clamar la negativa de acceso con un Juez Fe-
deral, desnaturalizando la figura del Juez de 
Control como aquella autoridad que garantiza 
y vigila el respeto de los derechos, así como 
el control de las decisiones o comportamien-
tos del Ministerio Público; y también, para ge-
nerar un retraso procesal en perjuicio de las 
víctimas y ofendidos, tomando en cuenta las 
reglas y el procedimiento del juicio de amparo, 
así como la carga laboral que impera en los 
órganos federales. 

Por tales razones, la decisión más adecuada 
tanto para la protección de los derechos de las 
víctimas y ofendidos, como para los alcances 
del Modelo Procesal Penal Acusatorio, consis-
tía en que la Primera Sala sostuviera que la 
negativa de acceso a la carpeta sí podía im-
pugnarse a través del recurso innominado, al 
derivar una privación probatoria que a la pos-
tre, de forma indirecta, conlleva la paralización, 
suspensión o terminación de la investigación. 
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